
Defensores de
Derechos Humanos

ante la situación
crítica en Bolivia

M A N I F I E S T O  P Ú B L I C O

Ante los hechos de violencia que se han originado en el país a raíz del fraude electoral del 20 de octubre, que han 
derivado en la renuncia y posterior abandono del país del Sr. Evo Morales y tras el arribo de un gobierno de transición 
para la convocatoria a nuevas elecciones, los abajo firmantes expresamos:

1. Nuestra preocupación por el creciente clima de violencia que se abre paso desnaturalizando el ejercicio legítimo 
de la protesta ciudadana. Los recientes hechos de protestas que: hacen llamado a la guerra civil, que dejan a su 
paso vandalismo o ataques dirigidos a ciudadanos que consideran adversarios políticos, las amenazas y presiones 
sobre comunidades, barrios y ciudadanía para participar en protestas con tenor violento y la cada vez más gene-
ralizada participación de grupos preparados para desplegar acción letal dentro de las protestas y movilizaciones, 
caracterizan el escenario de estos últimos días. Este tipo de protesta no puede interpretarse como hechos 
aislados de las declaraciones que desde su asilo político el Sr. Evo Morales hace cada día; declaraciones que, 
además de exceder los derechos que le otorga su calidad de asilado, alientan un clima de reproducción de la 
violencia al interior del país.

2. Las acciones violentas como ataques, quema de instituciones, domicilios particulares, hostigamiento/agresión a 
referentes en disputa y contra la población civil y puestos policiales, o el sabotaje económico enfilado a desabas-
tecer a la población de alimentos, agua y energía entre otros, no forman parte de acciones regulares de protesta 
ciudadana. Estos ataques parecen ser el accionar de grupos violentos y/o grupos armados irregulares que han 
estado operando hasta ahora silenciosamente en el país y que hoy despliegan su capacidad de fuego para 
aumentar la polarización y velar por sus intereses sectoriales.

3. El gobierno de transición necesita emprender un firme y rápido camino hacia la pacificación social, a pesar de las 
dificultades que pueda generar un contexto heredado de desinstitucionalización del Estado. Sin embargo, nos 
preocupa sobremanera que las acciones desde el gobierno transitorio para controlar el clima de violencia 
derivan, por lo menos en algunos casos, en uso desproporcionado de la fuerza.

4. Rechazamos la reciente promulgación del Decreto supremo 4078 que faculta a las Fuerzas Armadas y Policiales a 
la utilización de todos los medios disponibles para mantener la seguridad y las exime de responsabilidad penal 
por ese uso. Recordamos al gobierno transitorio que es su obligación garantizar que todas las medidas de resta-
blecimiento del orden sean compatibles con los derechos humanos. Advertimos que: no garantizar desde el 
Estado la seguridad de la ciudadanía, aislando a los violentos y sin el uso desproporcionado de la fuerza, abre un 
escenario de violación de los derechos humanos, particularmente del derecho a la vida que además de inadmisi-
ble, crea un clima de confusión, incertidumbre e indefensión para la población y nos aleja del objetivo de defensa 
de la democracia que ha convocado a la lucha ciudadana de estos días.

5. Nos inquieta la incapacidad mostrada desde órganos oficiales de defensa de derechos humanos como la Defen-
soría del Pueblo para asumir un rol de mayor incidencia, con acciones oportunas para elaborar información de 
mayor calidad sobre las víctimas mortales y heridos desde el inicio de los conflictos; un rol más activo y de legiti-
midad entre la ciudadanía para propiciar un acercamiento entre las partes y abrir un posible escenario de diálogo 
social.

6. Con preocupación vemos que instituciones tradicionalmente vinculadas a la defensa de derechos humanos y 
otros Defensores de Derechos estamos rebasados por el clima de actual desnaturalización de la protesta, por la 
irrupción en el escenario del accionar de grupos que atacan con capacidad letal y armada y por la opción guber-
namental de utilizar la represión a discreción para garantizar la estabilidad social. Tememos que esta situación 
siga en aumento dejándonos al final solo con capacidad de recontar muertos y heridos.

7. Estamos seguros de la convicción profundamente pacífica de la lucha de los bolivianos y las bolivianas y tenemos 
la certeza que esa convicción debe y puede ser fortalecida. La investigación profunda, imparcial, seria y transpa-
rente de los hechos de violencia acontecidos, de las muertes generadas y el castigo a los culpables de instigar y 
ocasionar la violencia en el país, es piedra fundamental para fortalecer la convicción y vocación ciudadana por la 
paz y la justicia. 

8. Sumándonos a diversas otras voces que desde la sociedad civil están emitiendo pronunciamientos públicos, 
reafirmamos que es necesario garantizar a toda costa la pacificación social y la pronta convocatoria a nuevas 
elecciones transparentes y legítimas. Creemos que esos grandes objetivos se verán amenazados por la actual 
situación si no logramos rápidamente construir un contexto de verdadera paz social. Por ello pensamos que se 
vuelve necesario contar con el apoyo de organismos especializados que contribuyan a superar este momento de 
inflexión en la vida democrática del país. Solicitamos a las autoridades pertinentes invocar una comisión de segui-
miento y observadores de DDHH con la participación de la CIDH, la ONU y otros organismos internacionales de 
reconocida credibilidad y profesionalidad, que acompañen el proceso de pacificación social que buscamos y 
necesitamos todos los bolivianos. 
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Invitamos a todas las personas comprometidas en la protección y defensa de los Derechos Humanos, a adherirse a este 
manifiesto, ingresando al siguiente link para llenar un breve formulario en línea: https://forms.gle/8yTQ9ERaWzXo44GCA

https://forms.gle/8yTQ9ERaWzXo44GCA

